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1. INTRODUCCION

Este artícul01 pretende examinar en qué medida
el sistema penitenciario español se acerca a lo que,
según creo, configura un ideal razonable por lo que
hace al papel de la prisión en el sistema punitivo.
Este ideal se basa en tres aspectos:

a) usar la prisión sólo en aquellos casos en que no
sea posible imponer un castigo más humano -pri-
sión como ultima ratio- y limitar su duración de
acuerdo a estándares de humanidad (limitación del
uso de la prisión);

b) hacer que las condiciones de vida en prisión se
acerquen lo más posible a las de las personas en
libertad (normalización de la vida en prisión);

c) posibilitar que durante la ejecución de la pena de
prisión la persona pueda participar en programas de
tratamiento que puedan dar lugar a su liberación -par-
cial o total- anticipada (rehabilitación en prisión).

Los dos últimos aspectos de este ideal han sido
expresamente establecidos por la Constitución
Española (CE), la cual en su artículo 25.2 prescribe
que la persona condenada a pena de prisión goza
de los derechos fundamentales de todos los ciu-
dadanos (aun admitiendo que ellos puedan ser limi-
tados) y que las penas de prisión estarán orientadas
a la reeducación y reinserción social.

1 Este artículo, que pretende describir el sistema penitenciario
español sobre la base principal de los informes oficiales de la
administración penitenciaria y de instituciones nacionales e inter-
nacionales que asumen funciones de control de esta administra-
ción, tiene su origen en una contribución bajo el título "Le syste-
me pénitentiare en Espagne" al número monográfico sobre
"Administration et politiques pénitentiares· de la Revue franyaise
d'administration publique, 2001, 99:501-511. Si bien la exposi-
ción conserva un estilo descriptivo he eliminado indicaciones
obvias para el lector español y he suministrado mayor informa-
ción estadística, relevante para describir la realidad penitenciaria
en España. Su realización se integra en el proyecto de investiga-
ción "Protección de la víctima y rehabilitación de los delincuentes
en libertad (violencia doméstica, violencia sexual y violencia
racista)" (BJU2001-2075).

No hubiera podido llevar a término este trabajo sin las entre-
vistas realizadas. Agradezco el tiempo dedicado y las valiosas
informaciones ofrecidas a, en especial, Jesús Martínez y Virgilio
Valero (de las administraciones penitenciarias catalana y general
del estado, respectivamente), a Faustino Agudo, Alfredo Gil,
Eulalia Luque, Antonio Olalla, Ana Pérez, Mariano Porras y
Xavier Roca (todos ellos de la administración penitenciaria cata-
lana), y a Javier Faus (de la fiscalía de Barcelona). Además, las
dos administraciones penitenciarias me han suministrado toda la
información estadística que les he solicitado.

Agradezco los comentarios a anteriores versiones de este ar-
tículo a Elena Larrauri, Beatriz Tébar y Daniel Varona. En todo
caso, las deficiencias de información o apreciación que puedan
existir son de mi exclusiva responsabilidad.

Abreviaturas utilizadas:AGE (parte del territorio español-todo
excepto Cataluña- en que las prisiones son gestionadas por la
administración general del EstadO);CE (Constitución Española
de 1978); CP (Código Penal); CPT (Council of Europe,
European Committee for the Prevention of Torture and Inhuman
or Degrading Treatment or Punishment); DGIP (Dirección
General de Instituciones Penitenciarias, Ministerio de Interior);
DGSPR (Dirección General de Servicios Penitenciarios y de
Rehabilitación, Consejería de Justicia de la Generalidad de
Cataluña); LOGP (Ley Orgánica General Penitenciaria); RP
(Reglamento penitenciario); STC (Sentencia Tribunal
Constitucional); TC (Tribunal Constitucional).

La idea de la limitación del uso de la prisión no ha
sido expresamente constitucional izada pero el
Tribunal Constitucional (TC) ha enunciado en diver-
sas resoluciones el principio de que el sacrificio de
la libertad personal debe reservarse a aquellos
casos en que no sea posible utilizar vías menos gra-
vosas para la protección de los bienes2 y ha esta-
blecido el principio de proporcionalidad como un
límite a la duración de la sanción3.

Si bien la legislación que desarrolla los preceptos
constitucionales aludidos, la Ley Orgánica General
Penitenciaria de 1979 (LOGP) y el Reglamento
Penitenciario de 1996 (RP), es uniforme para toda
España, esta legislación es aplicada por dos admi-
nistraciones penitenciarias: en Cataluña por la admi-
nistración propia de esta autonomía y en el resto de
España por la administración general del Estado.
Dado que la legislación es susceptible de diferentes
interpretaciones y de varios grados de cumplimiento,
en la exposición que prosigue hablare de AGE (para
referirme al territorio español en que las prisiones
son administradas por la administración general del
Estado) y de Cataluña (para referirme a las prisiones
radicadas en territorio catalán).

2. USO DE LA PRISION

En los cuadros Nº 1 Y 2 se reflejan las tasas de
encarcelamiento y de entradas en prisión de los últi-
mos años.

Las razones de que España tenga una cifra de
encarcelamiento de las mayores de la UE (sólo
superada por Portugal y por Inglaterra)4 se debe, a
mi juicio, a la mayor severidad del sistema punitivo,
que se ha endurecido a partir del CP de 1995.

Con anterioridad al Código Penal (CP) de 1995 el
sistema punitivo español podría describirse de
acuerdo a los siguientes rasgos: a) la pena de pri-
sión está prevista como pena principal para la
mayoría de los delitos, incluyendo los más frecuen-
tes (delitos contra la propiedad y delitos de tráfico
de drogas); b) sólo se permite que el juez suspenda
la entrada en prisión ante condenas no superiores a
1 año de prisión5 y siempre que el infractor carezca
de antecedentes penales; c) si bien las penas son
en general más elevadas que las de países de la
UE, la persona puede reducir su condena a través
del trabajo y de la participación en actividades de
tratamiento (redención de penas), lo que permite
alcanzar la libertad condicional al cumplimiento de
entre 1/3 Y 1/2 de la condena dictada por el juez6

•

2 STC 161/1997, FJ 11.
3 STC 136/1999, FJ 20, 26, 29 Y30.
4 Veáse los datos en Bulletin d'lnforrnation pénologique, 2000,

nº 22, pago61.
5 2 años si el infractor ha cometido el delito a causa de su dro-

godependencia.
6 Ello es debido a que si bien la libertad condicional está esta-

15



CUADRO Nº 1. POBLACION RECLUSA MEDIA EN ESPAÑA (1996-2001)

Año Preventiva Condenada Total % reclusos-as por 100.000
habitantes

1996 10.588 (23,9%) 33.724 (76,1 %) 44.312 112
1997 11.083 (25,5%) 33.370 (74,5%) 43.452 109
1998 11.272 (25,2%) 33.475 (74,8%) 44.747 112
1999 10.576 (23,3%) 34.830 (76,7%) 45.406 113
2000 9.729 (21,5%) 35.580 (78,5%) 45.309 112
2001 10.006 (21,4%) 36.588 (78,6%) 46.594 113

Fuente: DGIP, Servicio de planificación y seguimiento, Número de internos en los centros penitenciarios. Evolución semanal. Para las
cifras de población en España: Instituto Nacional de Estadística, Padrón municipal de habitantes.

CUADRO Nº 2. INGRESOS EN PRISION EN ESPAÑA (1996-2001)

Año

1996
1997
1998
1999
2000
2001

Ingresos

51.568
55.739
53.521
47.598
41.569
41.359

% ingresos por 100.000 habitantes

130
140
134
118
101
101

Fuente: (respecto de los datos AGE): DGIP, Estadística Penitenciaria, Boletín semestral, nº 2, junio 2001 y (respecto del año 2001) infor-
mación suministrada al autor por DGIP y (respecto de los datos de Cataluña): información suministrada al autor por DGSPR.

Con el vigente CP de 1995 la situación es la
siguiente: a) la pena de prisión sigue siendo pena
principal para la mayoría de delitos; b) se amplían
las posibilidades de suspender o sustituir la pena de
prisión, alcanzando a las penas de hasta 2 años? y
por lo que hace a la sustitución se admite aunque la
persona tenga antecedentes penales; c) si bien se
reduce la duración de algunas penas, se elimina la
redención de penas por el trabajo, por lo cual nor-
malmente la persona deberá cumplir 3/4 de conde-
na para poder lograr la libertad condicional.

El resultado del CP de 1995 es el siguiente: a
pesar de que, como muestra el cuadro Nº 2, la can-
tidad de ingresos en prisión se ha reducido en los
últimos añosB ello no ha impedido que el número
medio de personas encarceladas haya aumentan-
do, por lo que debe concluirse que la tímida reduc-
ción de penas producida y la ampliación de las posi-
bilidades de suspender o sustituir la pena de prisión
no ha compensado la eliminación de la redención
de penas por el trabajo.

Que el CP de 1995 ha producido -si se hace una
valoración de conjunto- un endurecimiento del sis-
tema punitivo se puede demostrar también con el
recurso a las cifras de libertades condicionales, que,
como muestra el cuadro Nº 3 se han reducido casi a
la mitad entre 1996-2001.

blecída a los 3/4 del cumplimiento de la condena, la redención de
penas no sólo computa para anticipar la libertad definitiva sino
también para anticipar la libertad condicional.

7 Tres años si el infractor-a ha cometido el delito a causa de su
drogodependencia.

8 Es posible que una de las razones de esta reducción del
número de ingresos en prisión sea la ampliación de las posibili-
dades de suspensión y sustitución, pero esta hipótesis debería
ser verificada.
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Una valoración del sistema punitivo español
desde el ideal de la limitación de la utilización de la
pena de prisión permite llegar a las siguientes con-
clusiones:

a) a pesar de la ampliación de la suspensión y
sustitución de la pena de prisión del CP de 1995,
siguen existiendo muchas entradas en prisión por
delitos menores (delitos leves contra la propiedad,
tráficos menores de drogas) que muestra las insu-
ficiencias -legales y aplicativas- del sistema de
alternativas a la prisión del CP de 19959;

b) la ampliación de la duración efectiva de las con-
denas de prisión que ha comportado el CP de 1995
no parece responder a ninguna justificación basada
en la proporcionalidad y, como veremos, dificulta
enormemente la realización del postulado constitu-
cional de la rehabilitación.

3. LAS CONDICIONES DE VIDA EN PRISION

3.1. Infraestructuras

En España existen 77 prisiones, de las cuales 35
fueron construidas antes de 1980 y las restantes
después de esta fecha. Es un hecho claro el que las

9 Para demostrar esta cuestión -que en el presente artículo
no profundizo- me permito remitir a J. Cid-E. Larrauri (coords.)
(2002), en donde se presentan los resultados de un estudio
empírico sobre la aplicación de las penas alternativas a la prisión
previstas en el CP de 1995, que muestra la reducida efectividad
del sistema de penas alternativas a la prisión para evitar la entra-
da en prisión de personas que han cometido delitos no graves
pero que cuentan con antecedentes penales.



CUADRO Nº 3. LIBERTADES CONDICIONES CONCEDIDAS EN ESPAÑA (1996-2001)

Año

1996
1997
1998
1999
2000
2001

Nº de Libertades condicionales
concedidas

8.684
6.669
6.215
6.050
5.628
5.021

Media de condenados

33.724
33.370
33.475
34.830
35.580
36.588

Libertades condicionales
concedidas por cada 100
internos-as condenados

26
20
19
17
16
14

Fuente: información facilitada por DGIP y por DGSPR'°,

instalaciones modernas, que se han construido
sobre todo en la década de los noventa, han
supuesto mejoras evidentes en las condiciones de
vida de las personas encarceladas (Defensor del
Pueblo, Informe 1997:194) y se han evitado situa-
ciones de masificación que el CPT había calificado
de inhumanas (CPT, Report visita 10-22 abril 1994,
129). Las nuevas prisiones se han construido con
estructura modular, sobre la base del principio celu-
lar y disponen del conjunto de servicios previstos
por la legislación (talleres, instalaciones deportivas
y culturales, enfermería, entre otras)".

Aunque también se han realizado inversiones en
las prisiones antiguas, hasta que no se complete la
prevista renovación total de las prisiones, subsisten
importantes diferencias entre las personas que
cumplen condena en una instalación antigua o
nueva (Defensor del Pueblo, Informe 1999: 195).

Una cuestión importante es que las infraestruc-
turas para mujeres son peores que las de los hom-
bres. Este problema, que es especialmente patente
en los departamentos de mujeres de las prisiones
antiguas para hombres, se manifiesta, entre otros
aspectos, en las condiciones de las instalaciones,
en la mayor escasez de oportunidades de trabajo y
en la menor oferta de actividades (Defensor del
Pueblo, Informe 1999: 219, Informe 2001:106).

3.2. Alojamiento

Las cuestiones que se tratan en este epígrafe son:
lugar de cumplimiento, separación interior y celda
de alojamiento.

Por lo que hace al lugar de cumplimiento, la cons-
trucción de nuevas prisiones ha permitido que más
personas puedan cumplir su condena en un centro
cercano a su lugar de residencia. Aunque se carece
de cifras oficiales, la información facilitada a quien

10 Los datos del 2001 se componen de 584 libertades condicio-
nales concedidas en Cataluña y de 4.068 libertades condiciona-
les concedidas hasta noviembre en el territorio AGE. Se ha
hecho una estimación y se ha considerado que en el territorio
AGE se concederían hasta diciembre un total de 4.437 libertades
condicionales, que es lo que da lugar a la suma de 5.021

11 No obstante, de las prisiones modernas se ha cuestionado
que no estén en el entorno urbano -lo que dificulta el contacto
con el exterior- y el hecho de ser prisiones de gran dimensión
(Defensor del Pueblo, Informe 1988-1996:76; Ararteko 1996:
102,159).

suscribe indica que en el territorio AGE el 80% de la
población penitenciaria cumple en la comunidad
autónoma de residencia y la totalidad de presos
residentes en Cataluña cumplen en su comunidad.
Obviamente, para el porcentaje -todavía importan-
te- de personas que no cumplen la pena en el
lugar de residencia, el contacto con su familia y ami-
gos y las posibilidades de reinserción son mucho
más difíciles. El Defensor del Pueblo recomendó,
para mejorar el tratamiento de este problema, que
se estableciera un sistema de listas de espera, que
diera racionalidad y seguridad a las peticiones de
traslado (Defensor del Pueblo, Informe 1999:207).

Un problema de otro orden es el de las personas
que no cumplen la pena en su comunidad autónoma
de residencia por razones distintas de la falta de
espacio en su comunidad. Entre ellos se encuentran
los presos de la organización terrorista ETA -que
cumplen dispersados por todo el territorio AGE- o
los que sufren un traslado "punitivo". La práctica de
los traslados punitivos ha sido objeto de controver-
sia, destacando la opinión del defensor del pueblo
quien recomienda a la Administración que pondere
la necesidad del traslado con los problemas de
desarraigo de la persona que se generan (Defensor
del Pueblo, Informe 1999: 206) '2.

Por lo que hace a la separación de los internos-as,
la legislación prevé, entre otros criterios, que estén
en distintos lugares: hombres y mujeres, jóvenes y
adultos, preventivos y penados, primerizos y reinci-
dentes. De estos criterios, el único que se cumple
sin excepciones es la separación entre hombres y
mujeres'3; la separación entre jóvenes y adultos no
se realiza con las mujeres -que en esto también
aparecen discriminadas respecto de los hombres-
y se realiza sólo en algunas prisiones por lo que
hace a los jóvenes varones. Aunque existen prisio-

12 Entrecomillo el término punitivo, porque la legislación peni-
tenciaria no prevé entre las sanciones el traslado de los internos
a otros centros, aunque atribuye genéricamente la competencia
del traslado a la Administración penitenciaria. Por otra parte, las
condiciones en que se ejercitan los traslados -que suponen
pasar largos períodos inmovilizado en furgones totalmente cerra-
dos- no parece cumplir con los estándares mínimos de humani-
dad y han sido criticadas por el Defensor del Pueblo (Informe
1999:207).

13 La legislación admite, como excepción a esta regla, que
puedan existir módulos mixtos para cónyuges encarcelados. En
el territorio AGE sólo existe uno de estos departamentos mixtos y
ninguno en Cataluña.
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nes de preventivos y prisiones de cumplimiento, la
realidad muestra que en la mayoría de prisiones de
preventivos se aloja una parte de la población que
es condenada. Por último, aunque en determinadas
prisiones pueden existir un módulo para primerizos,
tampoco la distinción entre primerizos en prisión y
reincidentes en prisión se cumple con carácter
general en la práctica.

Las mujeres en prisión con hijos menores a 3
años tienen derecho a estar alojadas en departa-
mentos de madres. En el territorio AGE persiste un
porcentaje del 15% de los niños que no son aloja-
dos en estos departamentos sino en departamentos
ordinarios de mujeres (Defensor del Pueblo, Informe
2001 :107)14.

En cuanto al alojamiento, la LOGP prevé que las
personas vivan en celdas individuales, pero la reali-
dad muestra que -dejando de lado el caso de algu-
nas prisiones antiguas en las que persiste el aloja-
miento en dormitorios colectivos- en la mayoría de
prisiones se alojan dos personas por celda. Esta
cuestión ha sido reiteradamente denunciada por el
Defensor del Pueblo y por el CPT sobre la base de
la importancia de la celda individual para garantizar
los derechos constitucionales de la persona
(Defensor del Pueblo, Informes 1997:93, 1998: 230,
1999: 197 y CPT, Report, visita 10-22 abril 1994,
131; Report visita 22 noviembre-4 diciembre 1998,
75-76). Es indudable que la solución a este proble-
ma15 no involucra sólo a la Administración peniten-
ciaria (sino también al legislador y a los jueces) pero
no parece que la Administración penitenciaria -ni la
AGE ni la de Cataluña- hayan tomado como objeti-
vo prioritario garantizar el alojamiento en celda indi-
vidual16•

En la primera mitad del año 2002, se ha producido
un importante crecimiento de la población reclusa
(rompiendo la tendencia al alza moderada de los
últimos años, que se refleja en el cuadro NQ1)17que

14 También existe la posibilidad legal de que las mujeres con-
denadas con hijos cumplan su condena en una unidad extrapeni-
tenciaria. Sobre este particular, el Defensor del Pueblo ha critica-
do la carencia de plazas extrapenitenciarias para mujeres con
hijos. De acuerdo a los datos suministrados por esta institución,
en tomo al 80% de los niños de internas condenadas están en
prisión (normalmente en unidades de madres) y el otro 20% está
en pisos o residencias fuera de la prisión (Defensor del Pueblo,
Informe 2001:107)

15 A lo cual no ha ayudado el TC, pues en su sentencia
195/1995, FJ 3, ha considerado que el alojamiento forzoso en
celda colectiva es una consecuencia necesaria de la pérdida de
libertad por la condena. De acuerdo a lo que indican Dunkel-
Rossner (en Van Zyl Smit - Dunkel 2001 :312), el Tribunal
Superior de Baja Sajonia, en Alemania, ha considerado, en cam-
bio, que existe un derecho constitucional a ser alojado en celda
individual.

16 La administración catalana ha construido las nuevas prisio-
nes sobre la base de celdas para dos personas. La administra-
ción del AGE parece haber construido las nuevas prisiones sobre
la base de 1 por celda, pero en la práctica utiliza el concepto de
capacidad operativa (que se basa en la idea de 2 internos por
celda). Es sobre la base de este concepto como se determina el
nivel de masificación en España (que a 1 de septiembre de 1997
era de 112 internos por 100 plazas) (Bulletin d'/nformation
Pén%gique, 2000, nº 22).

17 La media de población reclusa entre los meses de enero a
mayo del 2002 es de 49.314 personas, lo cual representa un
incremento del 6% sobre la media del 2001 (46.595 personas) y
equivale a una tasa de población reclusa de 120 por 100.000
habitantes. A 31 de mayo de 2002, en las cárceles españolas se
alojaban 50.656 personas (la fuente de la información de esta
nota es: http://www.mir.es/instpeni/sistema.htm).
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indudablemente ha empeorado las condiciones de
vida de las personas encarceladas18.

3.3. Asistencia sanitaria

La asistencia sanitaria se estructura a través de
las enfermerías penitenciarias y con el recurso al
sistema nacional de salud cuando lo requiere la
intervención. Gracias a las inversiones en las enfer-
merías penitenciarias y a la creación de módulos
de custodiados en la red sanitaria pública19, reali-
zada en los años noventa, la valoración que han
realizado las instituciones de control (el Defensor
del Pueblo y el CPT) sobre la asistencia sanitaria
a personas recluidas es, en términos generales,
positiva20.

El aspecto más deficitario del sistema es el relati-
vo al tratamiento de los enfermos mentales, por la
insuficiencia de las unidades específicas para aten-
der a estos internos-as, por la prevalencia dada al
tratamiento farmacológico en defecto de una aten-
ción más integral al enfermo mental y por la situa-
ción de abandono que sufren al salir en libertad
(Defensor del Pueblo, Informe 1998: 233, Informe
2000:53).

Punto y aparte merece la cuestión de la atención a
los drogodependientes en prisión. España es uno
de los países de la UE con mayor tasa de drogode-
pendientes en prisión (véase EMCDA 2001: 25-26).
Tanto por la entrada en prisión de muchos consumi-
dores de drogas por vía intravenosa como por la
difusión de estas conductas en los centros peniten-
ciarios sin las debidas medidas para evitar conta-
gios, la realidad es que España es también el país
de la UE con una prevalencia mayor -sin paran-
gón, cabe decir con otros países de la UE- de per-
sonas infectadas por el VIH en prisión21.

El principio de normalización exige que las perso-
nas drogodependientes puedan acogerse a los pro-
gramas de reducción de riesgos y de tratamiento

18 Si bien las plazas penitenciarias existentes en el territorio de
la Administración General del Estado (46.226, en agosto de
2002, de acuerdo a la información facilitada al autor por la DGIP)
son todavía superiores a la población reclusa existente, debe
tenerse en cuenta que para contabilizar estas plazas en la mayo-
ría de los casos se recurre al criterio de 2 personas por celda y
que, en algunos casos, la inadecuación a nivel local entre la ofer-
ta y la demanda (piénsese por ejemplo en la población preventi-
va que debe estar cercana de la plaza del tribunal en que es juz-
gada) lleva a superar la regla de dos personas por celda.
Carezco de los datos de Cataluña sobre este particular. En el
informe del 2001, el Defensor del Pueblo ya destaca que el incre-
mento del número de internos resulta preocupante, sobre todo
en las comunidades autónomas más deficitarias de plazas
(Informe 2001:100).

19 Aunque parece que el problema de las unidades de custo-
diados en la red pública está mejor solucionado en Cataluña, que
en el territorio AGE.

20 No obstante, el informe del Defensor del Pueblo de 2001
recoge las críticas a las deficiencias del sistema sanitario peni-
tenciario presentadas por la principal asociación de facultativos
de la sanidad penitenciaria de la administración general (Informe
2001: 104-105).

21 En 1999 -último año del que se dispone de datos oficia-
les- era del 18% de los reclusos-as (EMCDA 2001: 50; DGIP,
Informe 1999). Durante los años 90 no menos de 2.000 personas
han muerto víctimas del SIDA en las prisiones del territorio AGE
(en la cárcel o en libertad condicional, tras haber sido liberados
por motivos humanitarios) (DGIP, Informe 98). No dispongo de
datos relativos a Cataluña sobre esta cuestión.

http://www.mir.es/instpeni/sistema.htm.


que existen en el exterior. En cuanto a los progra-
mas de reducción de riesg022, la dispensación de
metadona se ha adoptado desde principios de los
90 y hoy se encuentra generalizada en las prisiones
españolas. Por lo que hace al intercambio de jerin-
guillas está en proceso de implantación desde 1997,
habiéndose extendido a una pequeña parte de las
prisiones dependientes de la AGP3.

En síntesis, si bien la atención sanitaria al drogode-
pendiente ha mejorado claramente respecto de la que
existía a principios de los noventa -y se cumple
mejor el principio de normalización- resulta censura-
ble que los programas de reducción de riesgo no se
hayan generalizado a todo el sistema penitenciari024.

3.4. Trabajo

De acuerdo a la CE el trabajo es un derecho del
condenado a pena de prisión y de la misma manera
la legislación penitenciaria alude a que el trabajo es
un derecho y un deber del interno-a. La realidad se
aleja de estos postulados por cuanto el sistema
penitenciario español no garantiza que toda perso-
na que quiera trabajar lo pueda hacer25. De acuerdo
a datos de 1999 en el territorio AGE las plazas de
trabajo retribuido -en talleres o en servicios para la
propia prisión- se aproxima al 20% de la población
reclusa {DGIP, Memoria 1999)26.

La escasez de trabajo retribuido y su escasa retri-
bución ---con sus consecuencias en cuanto a la
satisfacción de las necesidades económicas de los
reclusos-as y sus familias- se configuran como
una de las deficiencias más graves del sistema
penitenciario español {Defensor del Pueblo, Informe
1999, 205, Informe 2001 :110)27.

22 A los programas de tratamiento me referiré en el punto 4,
relativo a la rehabilitación.

23 En concreto el programa de intercambio de jeringuillas se
realiza en 11 prisiones de la AGE (Defensor del Pueblo, Informe
2001: 103). Las prisiones del País Vasco fueron las primeras en
las que se introdujeron los programas de intercambio de jeringui-
lIas, seguramente por influencias de las denuncias del Ararteko
(defensor del puebla del País Vasco) sobre las posibilidades de
contagio en prisiones (Ararteko 1996:51, recomendación 41).

24 En particular, debe destacarse que el intercambio de jerin-
guillas todavía no ha sido adoptado en Cataluña, al parecer por
presiones de los sindicatos de prisiones temerosos de que se
afecte la seguridad de los funcionarios (no obstante, la experien-
cia de intercambio de jeringuillas en el territorio AGE no parece
haber generado un incremento de la inseguridad) (DGIP, Informe
1998:135).

25 La jurisprudencia constitucional no ha contribuido a la gene-
ralizacion del derecho al trabajo pues en su sentencia 172/1989,
FJ 3, estableció que el "derecho" al trabajo es de aplicación pro-
gresiva y que sólo obliga a la administración penitenciaria en la
medida de sus posibilidades. Un país ejemplar por lo que hace al
al trabajo penitenciario es Holanda, donde el trabajo penitencia-
rio constituye un deber del recluso-a y también un derecho, que
obliga a la administración penitenciaria a facilitarlo y a retribuir a
la persona si no lo hace (véase Kelk, en Van Zyl Smit-Dunkel,
2001:495).

26 Los datos de Cataluña son algo mejores pues las plazas de
trabajo retribuido alcanzan al 25% de la población reclusa
(Consejería de Justicia de Cataluña, Memoria 1999). La retribu-
ción media de los internos se sitúa en torno a los 150 € por mes
(Consejería de Justicia de Cataluña, Memoria 1999).

27 La escasez de oferta de trabajo productivo -junto a las res-
tricciones a la rehabilitación, a las que me referiré más adelan-
te- quizá explique, como ha sido denunciado en diversas oca-
siones, que exista un importante porcentaje de personas que
pasa el tiempo en la prisión sin participar en ninguna actividad
(Defensor del Pueblo, Informe 1999:205; Ararteko 1996:98).

3.5. Comunicación con el exterior

La legislación penitenciaria establece el derecho a
la comunicación con el exterior (por vía postal y tele-
fónica) ya recibir visitas de familiares y amigos y, en
el caso de personas que no salen al exterior, a
poder tener comunicaciones íntimas con la pareja o
con la familia.

La realización de estos derechos no parece ser
problemática y las quejas del Defensor del Pueblo
en el sentido de que algunas prisiones carecían de
locales adecuados para las visitas íntimas
(Defensor del Pueblo, Informe 1988-1996: 76) no
se han repetido en los informes de los años pos-
teriores28.

3.6. Malos tratos29

El hecho de que el sistema penitenciario espa-
ñol esté sometido a controles externos -entre los
que destacan, los jueces de vigilancia penitencia-
ria, el defensor del pueblo y el CPT - parece haber
contribuido de manera decisiva a que en el curso
de los años noventa las alegaciones de reclusos-
as de haber sufrido malos tratos físicos por parte
de los funcionarios de prisiones se hayan reduci-
do considerablemente, hasta el punto de que el
Defensor del Pueblo habla de una "práctica erra-
dicación de los malos tratos físicos" (Defensor del
Pueblo, Informe 1988-1996:36). Por su parte, el
CPT, que en su visita de 1991 recibió muchas ale-
gaciones de torturas y de malos tratos en algunas
de las prisiones visitadas (CPT, Report, visita 1-12
abril 1991 , 91-98), en su visita de 1998 no recibe
alegaciones de tortura, y concreta las alegacio-
nes de malos tratos a los traslados a las celdas de
aislamiento (CPT, Report, visita 22 noviembre-4
diciembre 1998, 54-56). En definitiva, parece que
en la actualidad el problema de los malos tratos se
concreta principalmente en los casos de exceso de
fuerza utilizado por los funcionarios en los casos
de resistencia de los internos-as a que se ejecu-
ten medidas de contención o sanciones30.

No obstante, es importante tomar los datos ante-
riores con cautela pues, para el Defensor del
Pueblo, la disminución de denuncias de malos tra-
tos de los últimos años no se debe a una reducción
de la conflictividad, sino más bien a la falta de con-
fianza de las personas internas en que la
Administración vaya a realizar una investigación
imparcial (Informe 2001: 102). De hecho el Defensor
del Pueblo ha criticado la inoperancia y falta de celo
de la administración en la investigación de las
denuncias de malos tratos (Defensor del Pueblo,
Informe 1999: 214; Defensor del Pueblo, Informe
2000:55).

También merece atención, desde el punto de vista

26 En muchas prisiones, no obstante, los locutorios son defi-
cientes (Defensor del Pueblo, Informe 2000:49).

29 Véase además nota 12.
3() El Defensor del Pueblo también ha expresado su preocupa-

ción por el uso excesivo del cacheo con desnudo integral y de los
registros de celda sin presencia del interno-a (Informe 2001 :109-
110).
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CUADRO Nº 4. CLASIFICACION DE PENADOS-AS. ADMINISTRACION GENERAL DEL ESTADO
Y CATALUÑA (1996-2001).

Total clasificados31 Régimen cerrado Régimen ordinario Régimen abierto
(primer grado) (segundo grado) (tercer grado)

AGE CAT TOTAL AGE CAT TOTAL AGE CAT TOT AGE CAT TOT

1996 22.599 4.112 26.711 3% 2,2% 2,9% 81,7% 75,2% 80,5% 15,3% 23,3% 16,6%
1997 22.699 4.066 26.765 2,9% 3,1% 2,9% 82,8% 73,7% 81,4% 14,3% 23,2% 15,7%
1998 24.250 4.079 28.329 2,8% 2,6% 2,8% 83,8% 72% 82,2% 13,5% 24,5% 15%
1999 25.017 4.125 29.232 3,1% 2,5% 3% 82,9% 72,4% 81,4% 14% 25,1% 15,6%
2000 26.466 4.417 30.838 3% 3% 3% 83,7% 71,9% 82% 13,3% 25,1% 15%
2001 27.675 4.430 32.105 2,7% 3,1% 2,8% 83,7% 72,7% 82,2% 13,6% 24,2% 15%

MEDIA 2,9% 2,7% 2,9% 83,1% 73% 81,6% 14% 24,2% 15,5%
1996-2001

Fuente: DGIP, Estadística penitenciaria. Boletín semestral, nº 2, junio 2001. Datos a 31 de diciembre de cada año (Los datos del 2001,
están referidos a 30-VI).

del trato humano, la situación de los internos-as cla-
sificados en régimen cerrado (o primer grado de tra-
tamiento) -situación prevista legalmente para los
presos calificados de peligrosidad extrema o ina-
daptados a los regímenes ordinario o abierto-.
Para los primeros se prevén los departamentos
especiales (los más restrictivas) y para los segun-
dos los departamentos cerrados. En situación de
primer grado están clasificados, como media de los
últimos años, tanto en el territorio AGE como en
Cataluña, un 3% de los condenados. Así se refleja
en el cuadro Nº 4, donde se presentan las estadísti-
cas relativas a clasificación relativas a los años
1996-2001.

El régimen de vida previsto para estos reclusos-as
-y, en particular, para los que son alojados en los
"departamentos especiales"- había sido criticado
por el CPT por considerar que podía llegar a ser
semejante a la situación del interno-a que cumple
una sanción de asilamiento en celda32 pero sin care-
cer de limitación temporal (hasta el punto de que es
legalmente posible que una persona cumpla toda su
condena en régimen cerrado) (CPT; visita 1-12 abril
1991, 113). El legislador español aceptó la reco-
mendación del CPT en el sentido de mejorar las
condiciones de aislamiento de las personas clasifi-
cadas en régimen cerrado para diferenciarlas de las
personas sancionadas a aislamiento en celda y, de
tal manera, el RP de 1996, aumentó hasta 3 horas
mínimas el tiempo de estancia fuera de la celda. No

31 El número de condenados (véase cuadro Nº 1) es superior al
de clasificados porque existe un porcentaje de condenados que
están a la espera de clasificación. En el período 1996-2001, una
media del 13% de los condenados están a la espera de ser clasi-
ficados (sin que en esta materia haya diferencias significativas
entre la AGE y Cataluña) (fuente: DGIP, Estadistica
Penitenciaria. Boletín semestral, nº 2, junio 2001).

32 Esta sanción es la más grave prevista por la legislación y
tiene una duración máxima de 14 días, aunque puede llegar
hasta 42 días, por acumulación de infracciones. El TC español en
su sentencia 2/1987, FJ. 2, consideró que los 42 días de aisla-
miento no podían considerarse un trato inhumano, al cumplirse
en celdas normales, al estar sometido a control médico, tener un
período al día de paseo en solitario y admitirse la visita semanal.
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obstante, tanto el Defensor del Pueblo (Informe
1999: 114) como el CPT en su visita de 1998
(Report Visita 1998: 68) señalan que las personas
alojadas en los departamentos especiales sufren de
gran aislamiento respecto de los funcionarios yexis-
te escasez de actividades a realizar. En atención al
deterioro psíquico y al incremento de agresividad
que puede producir una estancia prolongada en
estos departamento (Defensor del Pueblo, Informe
1997:201) parece necesario, de acuerdo a estánda-
res de humanidad, que se reduzcan las horas de
aislamiento, que se amplíe el contacto con otras
personas y la realización de actividades y, incluso,
que se limite el período de estancia continuada en
régimen cerrado.

3.7. Protección jurídica del recluso-a

La Constitución y la ley garantizan a la persona
reclusa la posibilidad de plantear quejas por el trato
que recibe y de recurrir las decisiones de la admi-
nistración que considere lesivas de sus derechos o
intereses. Existe un órgano judicial especializado
(Juez de Vigilancia Penitenciaria) para controlar a la
administración penitenciaria y tutelar los derechos
de los reclusos-as. Además, se pueden dirigir las
quejas a los fiscales de vigilancia penitenciaria y al
Defensor del Pueblo. En todos los procedimientos,
los internos-as tienen derecho a asistirse de aboga-
do. En definitiva, y en ello el TC español ha sido
especialmente receloso, el recluso-a está jurídica-
mente protegido frente a las actuaciones de la admi-
nistración penitenciaria.

No obstante, en la práctica la protección jurídica
del recluso-a resulta bastante debilitada. En primer
lugar, en cuestiones penitenciarias no existe la pro-
visión legal de abogado para personas sin recursos
pagada por el Estado, por lo cual muchas personas
no están en iguales condiciones de ver protegidos
sus derechos e intereses. Por otra parte, el papel
del Juez de Vigilancia Penitenciara como garante de
los derechos de los reclusos-as ha sido en determi-



nados casos objeto de crítica por su insuficiente
dedicación a las prisiones (Defensor del Pueblo,
Informe 1988-1996: 179; CPT, Report, Visita 10-22
abril 1994, 185). Por último, la posibilidad del reclu-
so-a de recurrir judicialmente un traslado de prisión
resulta muy difícii33. Las tres cuestiones son impor-
tantes para dar efectividad a la protección jurídica
del recluso-a.

4. REHABILITACION

4.1 . Marco constitucional y legal

El artículo 25.2 de la Constitución establece que
las penas de prisión deben ir orientadas a la reedu-
cación y reinserción social. Aunque los conceptos
de reeducación y de reinserción son controvertidos,
parece -siguiendo a Mapelli (1983:150-152)- que
la reeducación debe ser entendida como la activi-
dad dirigida a combatir las causas de la delincuen-
cia y evitar que la persona vuelva a delinquir; mien-
tras que la reinserción consiste en que durante la
ejecución de la condena la persona sea reincorpora-
da a la comunidad. De tal manera, en el contexto
constitucional español, la rehabilitación parece que
debe ser conceptuada como la reincorporación a la
comunidad durante el cumplimiento de la condena
de una persona que está reeducada o que está en
proceso de reeducación34.

Como desarrollo del artículo 25.2 de la CE, la
legislación penitenciaria establece que la persona
condenada tendrá derecho a recibir o a participar en
un conjunto de actividades rehabilitadoras que debe
ofrecer la institución penitenciaria, como son, entre
otras, la educación, la formación profesional, el tra-
bajo y los programas específicos de tratamiento.

Además, y también como desarrollo del artículo
25.2, la legislación establece diversos instrumentos
para reinsertar a la persona en la sociedad durante
el cumplimiento de la condena. De entre ellos, los
más importantes son:

a) Los permisos ordinarios de salida, que permi-
ten que una persona que está cumpliendo su con-
dena de prisión en régimen ordinario pueda estar
temporalmente en libertad (por períodos de hasta 7
días y hasta un total de 36 días por año). La posibi-
lidad de gozar de permisos de salida requiere que la
persona haya cumplido 1/4 de su condena.

b) El cumplimiento de la condena en régimen abier-
to. El régimen abierto tiene dos modalidades: ordina-
ria y restringida. La modalidad ordinaria -que puede
ser calificada de semilibertad- supone que la perso-
na pasa unas horas al día fuera de la prisión -nor-
malmente trabajando o, excepcionalmente, realizan-
do otras actividades dirigidas a la rehabilitación- y
regresa a la prisión -a una prisión abierta35- por la

33 Por cuanto la ley atribuye la competencia a la jurisdicción
ordinaria y no al juez de vigilancia penitenciaria y, de tal manera,
se impide un control rápido relativo a la legalidad del traslado.

34 Mis reflexiones sobre el concepto constitucional de rehabili-
tación se han producido con la ayuda de Beatriz Tébar, quien
defiende esta idea en su tesina de doctorado "La libertad condi-
cional en el derecho español" (Barcelona, 2001), no publicada.

35 Una prisión abierta puede ser o bien una institución destina-

noche; gozando además de permiso durante los fines
de semana36. La modalidad restringida supone que la
persona está en prisión durante la semana y sale de
permiso los fines de semana. La concesión del régi-
men abierto requiere normalmente -al igual que los
permisos- que la persona haya cumplido 1/4 de
condena37.

c) La libertad condicional, que supone que la per-
sona está en situación de libertad pero sometido a
un control -menos o más intenso- y asistencia
por parte de la administración penitenciaria. La liber-
tad condicional requiere que la persona haya cum-
plido 3/4 de su condena38 y se encuentre clasificada
en régimen abierto.

De acuerdo al concepto constitucional de rehabili-
tación, para que la persona condenada pueda bene-
ficiarse de estas instituciones debe tener un buen
pronóstico de reeducación, que podrá demostrarse
a través de la participación en las actividades reedu-
cadoras organizadas por la administración peniten-
ciaria39.

4.2. Programas de tratamiento

Debe distinguirse entre los programas de trata-
miento genéricos, dirigidos a que los internos-as
puedan ocupar su tiempo en prisión de una manera
productiva -trabajo, educación, actividades forma-
tivas y ocupacionales, actividades deportivas y cul-
turales- y los programas específicos dirigidos a
abordar de manera directa las causas individuales
de la delincuencia de una persona.

Respecto de los programas genéricos puede
decirse que, en general, la persona condenada en
una institución penitenciaria tiene posibilidad de par-
ticipar en alguna medida en todos estos programas,
con excepción del trabajo pues, como antes se ha
visto, en las prisiones españolas sólo existe trabajo
productivo para aproximadamente un 20% de la
población reclusa. Dentro de los programas de tra-
tamiento genéricos, también deben incluirse la
ayuda a la inserción laboral de la persona que, en la
práctica, es uno de los requisitos para gozar del
régimen abierto. Como veremos más adelante,
estos servicios de ayuda a la inserción laboral pare-

da exclusivamente al cumplimiento de penas en régimen abierto
o bien una sección especial de una prisión en que el resto de
secciones son de régimen ordinario. En ambos casos, estas ins-
tituciones de régimen abierto se distinguen de las prisiones ordi-
narias por limitar al mínimo las exigencias de seguridad.

36 Además, dentro de la modalidad ordinaria también se inclu-
ye la posibilidad de que la persona cumpla su condena en una
comunidad terapéutica o de que la persona resida en una institu-
ción no penitenciaria o incluso que está en situación de libertad
controlada.

37 La legislación admite que la persona cumpla desde el princi-
pio su condena en una prisión abierta. En la práctica ello suele
reservarse a condenas cortas impuestas a personas que ingre-
san por primera vez en prisión.

38 La legislación admite que la libertad condicional pueda ade-
lantarse a los 2/3 de la condena, posibilidad que se aplica esca-
samente en la práctica. Además, admite la libertad condicional en
cualquier momento de la condena por motivos humanitarios
(enfermedad muy grave con padecimientos incurables o perso-
nas mayores de 70 años).

39 La legislación penitenciaria también exige que la persona
tenga buena conducta en prisión.

21



cen estar más desarrollados en Cataluña que en el
territorio de la AGE.

Sobre los programas de tratamiento genéricos, es
importante señalar que la población extranjera40

condenada que no se encuentra en situación de
legalidad en España ve restringida su posibilidad de
participación y, por tanto, de rehabilitación. Por una
parte no puede participar en los cursos de forma-
ción profesional, que suelen estar financiados por la
UE y cuya participación exige la residencia legal en
un país de la UE. Por otra, en la medida en que
carece del derecho al trabajo, se dificultará notable-
mente la concesión del régimen abierto.

Respecto de los programas de tratamiento espe-
cíficos debe señalarse que estos existen exclusiva-
mente en dos áreas: tratamientos de deshabitua-
ción para internos-as drogodependientes y
tratamientos, de orientación cognitivo-conductual,
para delincuentes condenados por delitos violentos.

Los programas de deshabituación de drogode-
pendientes pueden realizarse o bien en régimen de
comunidad terapéutica dentro de una institución
penitenciaria o bien en comunidades terapéuticas
extra-penitenciarias. Se trata de programas que
combinan el tratamiento médico con la ayuda psico-
lógica y la inserción socio-laboral de la persona. De
acuerdo a la información de la que disponemos, la
demanda existente para integrarse en estos progra-
mas es muy superior a la oferta existente41•

Respecto de los programas para delincuentes vio-
lentos, existe un programa genérico y programas
concretos para delincuentes sexuales y para maltra-
tadores domésticos. Mientras que los programa
para delincuentes sexuales -iniciados en 1997-
existen en la mayoría de las prisiones españolas,
los programas para maltratado res domésticos -ini-
ciados en 1999- sólo existen en algunas prisiones
del territorio AGE y los programas genéricos para
delincuentes violentos -iniciados en 2001- sólo
existen en Cataluña. Pese a que las plazas para
realizar estos programas no son muy elevadas42,

siendo muy inferiores a las personas condenadas
por delitos violentos, la información que nos sumi-
nistran las administraciones es que la demanda no
excede en mucho la oferta y que, en consecuencia,
toda persona que quiera participar en estos progra-
mas, puede -en algún momento de su condena-
tomar parte en ellos. Uno de los problemas no
resueltos por parte de las administraciones peniten-
ciarias es la continuidad de estos tratamientos una
vez que la persona pasa a cumplir su condena en
una prisión abierta o alcanza la libertad condicional,

40 A 31 de diciembre del 2001, la población extranjera en las
prisiones españolas era de 11.089 personas (lo que representa
un porcentaje del 24,3% en referencia a la población reclusa
total) (fuente de esta nota: http:/www.mir.esl instpeni/sistema.
htp)

41 Así, según nos indica Xavier Roca, en Cataluña existen 100
plazas de comunidad terapéutica y 200 personas en lista de
espera. No tenemos los datos específicos respecto de la situa-
ción en el territorio de la AGE, pero si sabemos que existen listas
de espera.

42200 plazas -incluyendo las prisiones del territorio AGE y las
de Cataluña- para delincuentes sexuales; 100 plazas en 8 pri-
siones del territorio AGE para maltratado res domésticos; y 25
plazas en una prisión catalana para delincuentes violentos.
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pues se carece de instituciones públicas o privadas
que lleven a cabo programas de rehabilitación con
delincuentes violentos, lo cual dificulta la extensión
de estos programas43•

4.3. Resultados comparativos sistema
penitenciario general-sistema penitenciario
catalán

Si la Constitución española dice que las penas de
prisión deben tender a la reeducación y reinserción
social, parece que un criterio que puede utilizarse
para medir la efectividad del sistema penitenciario
es determinar el número de personas a las que
logra rehabilitar y podemos entender que logra
rehabilitar a aquellas personas a las que concede
permisos y, sobre todo, a las que otorga el régimen
abierto o la libertad condicional.

Permisos, régimen abierto y libertad condicional
participan de las dos dimensiones constitucionales
de la rehabilitación: por una parte exigen para su
concesión que la persona tenga un buen pronósti-
co de reeducación que se debe materializar -para
evitar la revocación- durante el goce de la institu-
ción y, por otra, implican que la persona mientras
disfruta de estas instituciones está reinsertada en
la comunidad.

A continuación me referiré, en particular, a los
resultados del sistema penitenciario español por lo
que hace a las dos instituciones que, por su conti-
nuidad, realizan en mayor medida el fin de la rehabi-
litación: el régimen abierto y la libertad condicional.

Pero antes de entrar a exponer los resultados,
quiero responder a una objeción que probablemente
se hará al planteamiento que expongo. Es muy
razonable que se niegue que la aplicación del régi-
men abierto y de la libertad condicional puedan ser
un buen criterio para medir el nivel de rehabilitación
que produce el sistema penitenciario, al considerar-
se que la rehabilitación debe verificarse por la
ausencia de reincidencia una vez cumplida la con-
dena. No pretendo, ni mucho menos, discutir que la
delincuencia post-condena sea un buen criterio de
rehabilitación, pero en la medida que en el contexto
constitucional español la rehabilitación debe ser
perseguida durante el cumplimiento de la condena,
resulta razonable valorar el sistema penitenciario
desde esta óptica. Además, si la investigación crimi-
nológica parece confirmar que las personas que
cumplen parte de su condena en régimen abierto o
que gozan de la libertad condicional tienen menor
tasa de reincidencia que los que cumplen en régi-
men ordinario o no disfrutan de la libertad condicio-
na144, ello quizá puede avalar que a mayor porcenta-
je de personas en régimen abierto y en libertad
condicional, más posibilidades existen de que el sis-
tema penitenciario consiga mejores efectos de ree-
ducación y reinserción no sólo durante el cumplí-

43 El problema es más patente en el territorio AGE pues en
Cataluña funcionan ya alguna institución privada que continúan
el proceso de rehabilitación de delincuentes violentos.

44 Véase Redondo-Funes-Luque (1996:144-150).

http://http:/www.mir.esl


CUADRO NQ5. CLASIFICACION EN REGIMEN ABIERTO (ORDINARIO-RESTRINGIDO). AGE (1996-2001)

Régimen abierto restringido Total régimen abierto
Número y % sobre total Número y % sobre
de población clasificada total de población

1996
1997
1998
1999
2000
2001

Población
reclusada
penada
clasificada

22.599
22.699
24.250
25.017
26.466
27.675

Régimen abierto ordinario
Número y % sobre total
de población clasificada

1.559 (6,9%)
1.475 (6,5%)
1.600 (6,6%)
1.651 (6,6%)
1.800 (6,8%)

1.898 (8,4%)
1.748 (7,7%)
1.649 (6,8%)
1.751 (7%)
1.880 (7,1%)

3.457 (15,3%)
3.223 (14,2%)
3.249 (13,4%)
3.402 (13,6%)
3.680 (13,9%)
3.764 (13,6%)

MEDIA
1996-2001 6,7% 7.4% 14,1%

Fuente: DGIP, Gabinete Técnico, Estadística General de Población penitenciaria, Evolución mensual. Datos a 31 Diciembre de cada año.
(Los datos del 2001, están referidos a 3D-VI).

CUADRO NQ6. CLASIFICACION EN REGIMEN ABIERTO (ORDINARIO-RESTRINGIDO.) CATALUÑA
(1996-2001 )

Población Régimen abierto ordinario Régimen abierto restringido Total régimen abierto
reclusada Número y % sobre total Número y % sobre total Número y % sobre
penada de población clasificada de población clasificada clasificada total de

población clasificada

1996 4.112 563 (13,7%) 397 (9,7%) 960 (23,4%)
1997 4.075 662 (16,2%) 290 (7,1%) 952 (23,3%)
1998 4.079 781 (19,1%) 231 (5,7%) 1.012 (24,8%)
1999 4.206 827 (19,7%) 206 (4,9%) 1.033 (24,6%)
2000 4.417 837 (18,9%) 275 (6,2%) 1.112 (25,1%)
2001 4.549 854 (18,9%) 233 (5,1%) 1.091 (24%)

MEDIA
1996-2001 17,8% 6.4% 24.2%

Fuente: DGSPR, Estadísticas semanales de población reclusa. Datos a 31 de diciembre de cada año.

miento de la condena sino también en la fase post-
condena45•

Para valorar los resultados del sistema penitencia-
rio español, procederé a comparar el uso que se
hace en el territorio AGE y en Cataluña del régimen
abierto y de la libertad condicional.

a) Régimen abierto

En los cuadros NQ5 Y 6 quedan reflejados el uso
que se hace en el territorio de la AGE y en Cataluña,
del denominado régimen abierto o clasificación en
tercer grado, distinguiendo en las dos modalidades
que prevé la legislación: el régimen abierto ordinario

45 Planteo la cuestión en términos de duda porque en España
no existen investigaciones que comparen la tasa de reincidencia
de personas que han gozado del régimen abierto o de la libertad
condicional con la de grupos de control homogéneos que no se
hayan beneficiado de estas instituciones y, por tanto, siempre
cabe la posibilidad que la menor tasa de reincidencia de las per-
sonas que disfrutan del régimen abierto y de la libertad condicio-
nal sea atribuible exclusivamente a las mejores condiciones per-
sonales de partida -que hayan influido en la clasificación en
régimen abierto o en la concesión de la libertad condicional- y
no a la forma de ejecución de la condena.

(basado en que la persona pasa unas horas al día
fuera del recinto penitenciario, trabajando o reali-
zando otras actividades dirigidas a su rehabilitación
y, además, está de permiso los fines de semana) y
el régimen abierto restringido (en el que la persona
sólo se beneficia de los permisos de fin de semana).

Del análisis de los cuadros 5 y 6 puede concluirse
que, por lo que hace al régimen abierto, la efectivi-
dad rehabilitadora del sistema penitenciario catalán
es mayor que la del sistema penitenciario de la
AGE. Ello se constata en particular si se comparan
los porcentajes de personas en el régimen abierto
ordinario -que es aquél en el que más claramente
puede decirse que la persona está rehabilitada
puesto que desarrolla buena parte de su actividad
en la comunidad- en el que las cifras de Cataluña
casi triplican las cifras de la Administración General
del Estado.

Si nos preguntamos por las razones de esta
mayor efectividad rehabilitadora del sistema peni-
tenciario catalán en referencia a la concesión del
régimen abierto, planteo -a modo de hipótesis de
trabajo- las siguientes.

a) En primer lugar, es destacable que la adminis-
tración penitenciaria catalana concede más permi-
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CUADRO Nº 7. PERMISOS ORDINARIOS A INTERNOS-AS CLASIFICADOS EN REGIMEN ORDINARIO
(SEGUNDO GRADO) AGE (1996-2001)

Nº permisos Internos-as clasificados Ratio permisos- No reingresos Porcentaje de no
concedidos en régimen ordinario interno-a reingresos

(31-XII) (por año)

1996 28.388 18.436 1,55: 1 500 1,8%
1997 26.976 18.744 1,40: 1 435 1,6%
1998 26.638 20.312 1,30: 1 387 1,45%
1999 27.705 20.739 1,30: 1 373 1,35%
2000 27.114 22.152 1,20: 1 371 1,35%
2001 28.372 33.163 1,20: 1 403 1,40%

MEDIA
1996-2001 1,30: 1 1,50%

Fuente: DGIP, Informe general (1996, 1997, 1998, 1999); Y información suministrada al autor por DGIP (datos de permisos de los años
2000 y 2001); DGIP, Estadística penitenciaria. Boletín semestral, nº 2, junio 2001 (datos de internos-as clasificados en régimen ordinario).

CUADRO Nº 8. PERMISOS ORDINARIOS A INTERNOS-AS CLASIFICADOS EN REGIMEN ORDINARIO
(SEGUNDO GRADO) CATALUÑA (1996-2001)

Permisos Internos-as clasificados Ratio permisos- No reingresos Porcentaje de no
concedidos en régimen ordinario interno-a reingresos

(31-XII-1996) (por año)

1996 6.080 3.059 2: 1 90 1,50%
1997 5.558 2.997 1,85: 1 74 1,35%
1998 5.703 2.972 1,90: 1 104 1,80%
1999 5.540 3.050 1,80: 1 80 1,45%
2000 6.093 3176 1,90: 1 99 1,60%
2001 5.726 3.221 1,80: 1 97 1,70%

MEDIA
1996-2001 1.90: 1 1,55%

Fuente: Memoria del Departament de Justícia (Generalitat de Cataluña) (1996, 1997,1998 Y 1999) Y información suministrada al autor por
DGSPR (datos de permisos de los años 2000 y 2001); DGIP, Estadística penitenciaria. Boletín semestral, nº 2, junio 2001 (datos de inter-
nos-as clasificados en régimen ordinario).

sos de salida a los internos-as que se encuentran
en régimen ordinario que la Administración General
del Estado, tal como se muestra en los cuadros Nº 7
Y 8, que se exponen a continuación.

El hecho de que la administración penitenciaria
catalana conceda -para el período 1996-2001-
un 35% más de permisos puede ser un criterio rele-
vante porque en la práctica penitenciara el hecho
de que la persona haya disfrutado de permisos
mientras está clasificado en régimen ordinario -y
los permiso se hayan cumplido sin incidencias
negativas- se considera un requisito para conce-
der el régimen abierto, en la medida en que es un
indicio de la capacidad de la persona de vivir en
libertad sin delinquir. Además, y también el dato
resulta relevante de cara a la rehabilitación, pese a
concederse muchos más permisos en la adminis-
tración catalana los datos de no reingreso -que es
uno de los principales indicadores del fracaso del
permiso- son prácticamente semejantes en las
dos administraciones46•

46 En las cifras de permisos ordinarios de salida a reclusos-as
en régimen ordinario se incluyen tanto los permisos administrati-
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b) La segunda razón que considero relevante para
entender la diferencia en los porcentajes de clasifi-
cación en régimen abierto entre las dos administra-
ciones es que la administración catalana se ha dota-
do de mayor número de personal técnico en las
prisiones -psicólogos, criminólogos, educadores y
trabajadores sociales, básicamente- que facilita
que se puedan realizar con mayor rapidez los infor-
mes que son necesarios para que la persona pueda
iniciar su contacto con el exterior - a través de los
permisos o de las salidas programadas y más ade-
lante con el régimen abiert047• Además, en Cataluña

vos (de hasta dos días) como los judiciales (de más de dos días).
Los permisos judiciales -concedidos por el juez de vigilancia
penitenciaria- deben ir precedidos de un informe de la junta de
tratamiento de la prisión (que emite un informe favorable o desfa-
vorable). Es indudable que también en los permisos judiciales el
criterio de la administración es relevante, pues a mayor número
de informes favorables de la junta de tratamiento de la prisión
mayor será el número de permisos concedidos por el juez de
vigilancia penitenciaria.

47 El Defensor del Pueblo ha criticado reiteradamente que en las
prisiones dependientes de la AGE exista escasez de personal téc-
nico, dificultándose las tareas de tratamiento y las posibilidades de
reinserción de los condenados (Defensor del Pueblo, Informe
1999:202; Informe 2000:54; Ararteko 1996, recomendación 8ª).



CUADRO Nº 9. LIBERTADES CONDICIONALES CONCEDIDAS: AGE (1996-2001)

Año

1996
1997
1998
1999
2000
2001

MEDIA 1996-2001

Libertades condicionales concedidas

7.607
5.777
5.426
5.340
5.017
4.43749

Libertades condicionales concedidas
por cada 100 internos-as condenados

26
21
19
18
16
14

19: 100

Fuente: (respecto de libertades condicionales concedidas): información facilitada al autor por DGIP y (respecto de población reclusa
media): DGIP, Servicio de planificación y seguimiento, Número de internos-as en los centros penitenciarios. Evolución semanal.

CUADRO Nº 10. LIBERTADES CONDICIONALES CONCEDIDAS: CATALUÑA (1996-2001)

1996
1997
1998
1999
2000
2001

MEDIA 1996-2001

Libertades condicionales concedidas

1.077
919
789
710
611
584

Libertades condicionales concedidas
por cada 100 internos-as condenados

22: 100
19: 100
16: 100
15: 100
12: 100
11: 100

16: 100

Fuente: (respecto de libertades condicionales concedidas): información suministrada al autor por DGSPR y (respecto de población reclu-
sa media): DGIP, Servicio de planificación y seguimiento, Número de internos-as en los centros penitenciarios. Evolución semanal.

existe un servicio específico -que no existe si no
vamos errados en la AGE- dirigido a facilitar la
inserción laboral de las personas que carecen de
los suficientes recursos personales para conseguir
trabajo. También este servicio, que gestiona de
manera directa la inserción laboral a través de con-
venios con empresas colaboradoras o que asesora
a la persona para encontrar ocupación, facilita que
más personas puedan gozar del régimen abierto
ordinario.

c) Por último, también puede ser relevante el
hecho de que, como antes se ha indicado, mientras
que los presos con residencia en Cataluña cumplen
su condena en prisiones catalanas, en el resto del
Estado el porcentaje de personas que cumplen en
su comunidad autónoma es, de acuerdo a los datos
que nos han facilitado, del 80%. Resulta fácil de
entender que las posibilidades de gozar de permi-
sos de salida y de conseguir la inserción laboral son
menores cuando se cumple la condena alejado del
lugar de residencia.

b) Libertad condicional

En los cuadros Nº 9 Y 10 se exponen las conce-
siones de libertades condicionales por parte de la
AGE y por parte de la administración catalana48•

4B La concesión de la libertad condicional es una competencia

Como se advierte, la mayor efectividad rehabilita-
dora del sistema penitenciario catalán por lo que
hace al régimen abierto no se produce en la conce-
sión de libertades condicionales, donde las cifras
entre ambas administraciones son semejantes (se
concede una media de un 2% más de libertades
condicionales -en referencia al número de inter-
nos-as condenados- en el territorio AGE).

c) Valoración de los resultados

Del análisis que se acaba de realizar sobre el uso
del régimen abierto y de la libertad condicional
por parte de la AGE y de la administración cata-
lana, creo que pueden derivarse las siguientes
reflexiones:

1ª) En la medida en que las cifras de libertades
condicionales no difieren significativamente entre
las dos administraciones, ello implica que las dife-
rencias que se producen en el régimen abierto se
deben a que la administración catalana tiende a

del juez de vigilancia penitenciaria, pero en esta decisión tiene
gran influencia la administración penitenciaria pues el juez deci-
de sobre las propuestas de libertad condicional elevadas (con los
informes correspondientes) por la administración penitenciaria.

49 Hasta noviembre se habían concedido 4.068 libertades con-
dicionales. El dato de 4.437 es una estimación basada en consi-
derar que se da un número de libertades condicionales igual a la
media de los 11 meses anteriores.
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anticipar el proceso de rehabilitación (es decir, la
administración catalana concede con anterioridad
el régimen abierto de lo que lo hace la AGE)50. La
lección que se extrae es que el proceso de rehabili-
tación de las personas puede anticiparse si se
ponen más medios para conseguir este objetivo
(más personal técnico para realizar los informes,
mayor concesión de permisos para que se pueda
demostrar la capacidad de vivir en libertad, más
ayudas para que los penados puedan conseguir
trabajo en el exterior).

2ij) El hecho de que, tanto en la AGE como en la
administración catalana, las libertades condiciona-
les se hayan reducido a la mitad en el período 1996-
2001 es una consecuencia directa, como antes se
decía, de la eliminación de la redención de penas
por el trabajo, que comporta que se alargue el pe-
ríodo efectivo de condena. El que no se haya produ-
cido un correspondiente descenso del porcentaje de
personas en tercer grado implica, según creo, que
las personas tienden a pasar cada vez más tiempo
en tercer grado antes de llegar a la condicional. Por
tanto, hay que plantearse si el nuevo marco norma-
tivo no está obligando a mantener en tercer grado a
personas, que por su evolución positiva podrían
estar perfectamente en libertad condicional.

3ij) Ello nos lleva, por último, a cuestionarnos si
-una vez que el CP de 1995 ha eliminado la reden-
ción de penas por el trabajo- resulta razonable que
la libertad condicional sólo pueda alcanzarse a los
3/4 de condena (configurando uno de los sistemas
más rígidos de la UE)51. Atrasar hasta los 3/4 de
cumplimiento efectivo la concesión de la libertad
condicional52 comporta, por lo menos dos proble-
mas: primero, impide dar la libertad condicional a
muchas personas que -por llevar un período sufi-
ciente en régimen abierto- estarían capacitadas
para llevar a cabo una vida sin delitos y, segundo,
inhabilita a las personas con condenas largas de
cualquier proceso de rehabilitación durante buena
parte de su condena53. Lógicamente estas restric-

50 Otra posible implicación de los datos anteriores es que la
administración catalana es más exigente que la administración
general del estado para conceder la condicional, pues requiere
que la persona haya demostrado -a través de una estancia más
prolongada en el régimen abierto- su reeducación.

5' Una comparación de los sistemas penitenciarios que incluye
los sistemas de libertad condicional, puede verse en Van ZyI
Smit-DOnkel (2001).

52 Como antes se ha dicho, la legislación admite que la libertad
condicional se anticipe a los 2/3. Si se procediera a generalizar la
aplicación de esta norma (que hasta ahora ha sido de aplicación
muy reducida) la situación obviamente mejoraría pero continua-
ría siendo demasiado restrictiva, pues en el caso de condenas
largas entre el 2/3 de condena que se requiere para conceder
permisos y los 2/3 para gozar de esta libertad condicional antici-
pada, existe mucho lapso de tiempo y por tanto parece que con-
tinuará la práctica de diferir en exceso el proceso de rehabilita-
ción.

53 Pues si se entiende la rehabilitación como un proceso que
inicia con los permisos, sigue con el régimen abierto y culmina
con la libertad condicional, el momento en que la persona podrá
alcanzar la libertad condicional se toma como punto de referen-
cia para iniciar este proceso rehabilitador, lo cual implica que
cuanto más larga es la condena más porcentaje de condena se
deberá cumplir para que empiece el proceso rehabilitador. De
hecho la jurisprudencia constitucional mayoritaria (pues existe
jurisprudencia contradictoria sobre el particular) acepta que la
lejanía para poder alcanzar la libertad condicional pueda ser un
motivo legítimo para denegar un permiso de salida. Un análisis
de esta jurisprudencia en Cid (1998).
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ciones a la rehabilitación tienen el efecto secundario
de hacer más difícil el gobierno pacífico de las pri-
siones54

5. CONCLUSIONES

La descripción realizada del sistema penitencia-
rio en España puede sintetizarse en los siguientes
puntos:

(i) El uso de la prisión por parte del sistema puniti-
vo español es excesivo, tanto porque siguen entran-
do muchos infractores en prisión por delitos peque-
ños que deberían ser tratados con multas o con
penas comunitarias (Cid-Larrauri 2002), como por
que la duración efectiva de las condenas resulta, sin
ninguna justificación, mayor que en la mayoría de
países de la UP5.

(ii) Gracias al importante programa de renovación
de las prisiones realizado durante los años noventa,
las condiciones de vida en la prisión han mejorado
notablemente en esta década. Desde el punto de
vista del principio de "normalización", algunos objeti-
vos que, a mi juicio, deberían perseguirse son:
mayor nivel de cumplimiento de la pena en el lugar
de residencia para los reclusos-as del territorio
AGE, posibilitar el derecho a ser alojado en celda
individual-superando la práctica actual de dos per-
sonas por celda-, generalizar el trabajo penitencia-
rio dignamente retribuido y posibilitar la asistencia
jurídica gratuita para personas sin recursos en
asuntos penitenciarios. Además, debe conseguirse
que las condiciones de vida en los centros de muje-
res sean semejantes a las de los centros de hom-
bres.

(iii) También durante los años 90, y seguramente
como consecuencia de los controles a los que es
sometida la administración penitenciaria, los casos
de tortura denunciados parecen haberse eliminado
y los malos tratos denunciados se han reducido
hasta pasar a ser excepcionales. Pero los datos
deben tomarse con cautela, ante la denuncia del
Defensor del Pueblo de que la administración gene-
ral del estado no investiga suficientemente los
casos denunciados de malos tratos. Las condicio-
nes de vida de los personas reclusas que cumplen
en régimen cerrado -por su peligrosidad o su ina-
daptación al régimen ordinario o abierto- han
mejorado con la reforma del RP de 1996, pero la
situación de aislamiento en los denominados
"departamentos especiales" es todavía excesiva, de
acuerdo a estándares humanitarios.

(iv) Sobre la base de una interpretación constitu-
cional, se ha entendido que un criterio para medir la
capacidad rehabilitadora del sistema penitenciario

54 Como se ha demostrado en los recientes motines tenidos en
Cataluña en junio del 2002. Véase una crítica expresa el marco
legislativo por las restricciones a la rehabilitación y por las conse-
cuencias en el incremento de conflictividad en los centros peni-
tenciarios por parte del Síndic de Greuges de Cataluña (Informe
2000:42).

55 Véase al respecto la tabla comparativa sobre la duración
media de la detención en los países europeos (referida a los
años 1996 y 1997) que aparece en: Bulletin d'information pénolo-
gique, 2000, nº 22.



es tomar en consideración el uso que realiza de las
principales instituciones dirigidas a la reinserción,
como son los permisos, el régimen abierto y la liber-
tad condicional. La comparación realizada entre los
resultados de la administración general del estado y
de la administración catalana, permite llegar a la
conclusión que la administración catalana tiende a
anticipar el proceso de rehabilitación, usando en
mayor medida que la administración general el régi-
men abierto. La lección que puede extraerse es que
la rehabilitación puede comenzar con anterioridad si
la administración pone los medios para ello.

(v) La supresión que ha realizado el CP de la
redención de penas por el trabajo sin que paralela-
mente se haya modificado la regulación de la liber-
tad condicional (que sigue situada en los 3/4 de con-
dena) implica nuevas limitaciones al proceso de
rehabilitación. En la medida en que la libertad condi-
cional se sitúa como punto de referencia del proce-
so de rehabilitación ello implica que se retrase el ini-
cio de este proceso hasta la cercanía de los 3/4 de
condena efectiva y que a mayor duración de la con-
dena más tarde empiece la posibilidad de rehabilita-
ción. Desde tal perspectiva, se observa como, con-
tra lo que exige el artículo 25.2 CE, la lógica punitiva
no se compatibiliza con la lógica rehabilitadora,
pues se niega a una parte de los condenados el
derecho a la rehabilitación durante la mayor parte
de su condena.
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NO HAY DERECHO.
A que la dignidad del hombre y sus ideales
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